PAGE  
7

INFORME No. 40/10

PETICIÓN 590-05

ADMISIBILIDAD

MARCIO AURELIO GONÇALVES

BRASIL

17 de marzo de 2010
I.
RESUMEN

1. El 21 de mayo de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición interpuesta por el Centro de Estudos e Defesa da Cidadania, Direitos Humanos e Segurança Pública – CEDESP (“el peticionario”) contra la República Federativa del Brasil (“el Estado” o “Brasil”).

2. El peticionario denuncia la tentativa de homicidio contra la presunta víctima perpetrada por un agente de la Policía Federal de Carreteras (Polícia Rodoviária Federal), quien habría efectuado varios disparos de arma de fuego contra Marcio Aurelio Gonçalves (“la presunta víctima”), el 3 de junio de 2000.  Además, el peticionario resalta que debido a que el perpetrador de los hechos denunciados era un agente del Estado, las autoridades actuaron con retardo injustificado y negligencia en investigar el crimen, procesar y sancionar a los culpables.  Según el peticionario, lo anterior ha sido determinante para que la tentativa de homicidio contra la presunta víctima permaneciera en la impunidad varios años después de los hechos.  Consecuentemente, alega que el Estado es responsable por violaciones de los derechos a la vida, a la integridad, a la protección judicial y a la reparación debida, en perjuicio de la presunta víctima.
3. El Estado argumenta que la petición es inadmisible por no haberse agotado los recursos internos. Al respecto, el Estado subraya que, de acuerdo con el artículo 46.1.a de la Convención Americana, el mecanismo de peticiones ante el sistema interamericano tiene carácter subsidiario, por lo cual, debe previamente darse oportunidad al Estado de resolver la materia en los tribunales nacionales. Según Brasil, las autoridades nacionales han procurado efectivamente justicia en relación con los hechos mediante la investigación policial y la acción penal correspondientes, es decir, los mecanismos de la jurisdicción interna no han sido agotados tras una decisión definitiva.  Por tanto, el Estado alega que la petición es inadmisible, de acuerdo con los artículos 46.1.a y 47.a de la Convención Americana.

4. Tras examinar la posición de las partes respecto a los requisitos dispuestos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión interamericana decide declarar admisible esta petición en relación con los artículos 4, 5, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de la misma.  La CIDH también decide notificar a las partes de esta decisión, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. El 21 de mayo de 2005 la Comisión Interamericana recibió la denuncia del peticionario.  El 11 de mayo de 2006 la CIDH solicitó información adicional al peticionario respecto de hechos relacionados con su petición.  El peticionario sometió la información solicitada el 13 de junio de 2006.

6. El 7 de agosto de 2006, la CIDH remitió al Estado las partes pertinentes de la petición, con la solicitud de que enviara sus observaciones dentro de dos meses. Por nota recibida el 11 de diciembre de 2006, el Estado presentó sus observaciones a la petición.

7. El peticionario presentó información adicional el 21 de febrero de 2007.  Dicha comunicación fue remitida al Estado, que a su vez presentó información adicional el 20 de abril de 2007, la cual fue trasladada al peticionario.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario
8. El peticionario alega que el 3 de junio de 2000, durante la fiesta de cumpleaños de un vecino, se acabaron las bebidas.  Consecuentemente, un grupo de invitados, incluyendo la presunta víctima, habrían reunido dinero para comprar más bebidas; el señor Gonçalves supuestamente se habría encargado de traerlas.  Posteriormente, conforme a lo indicado por el peticionario, se habría iniciado una riña provocada por algunos invitados que no habían pagado por las bebidas.  Según el peticionario, la presunta víctima fue llamada a intervenir con los participantes de la pelea, a fin de calmar a los que causaron el alboroto.  La petición indica que mientras la presunta víctima trataba de conversar con ellos, uno de los alborotadores --hijo del agente de la Policía Federal de Carreteras (Polícia Rodoviária Federal) Carlos Augusto Peixoto -- golpeó a la presunta víctima en la cara y lo tiró al piso.  Una vez en el piso, varios de los revoltosos supuestamente patearon a la presunta víctima.

9. Según el peticionario, la presunta víctima logró liberarse de los alborotadores y levantarse, luego de lo cual trató de escapar.  Sin embargo, el agente Peixoto sacó su pistola calibre 40mm y efectuó dos disparos apuntados al cuerpo de la presunta víctima, y luego un disparo apuntado a la cabeza, pero que no logró acertar.  En seguida, el referido agente de la Policía Federal de Carreteras supuestamente persiguió a la presunta víctima, y cuando logró alcanzarlo, lo golpeó en la cara, volvió a ponerle la pistola contra la cabeza y afirmó que lo iba a matar.  Tras lo anterior, el peticionario describe que la presunta víctima supuestamente logró agarrar el brazo del agente e impedir el disparo contra su cabeza; no obstante, la presunta víctima habría sido herida en la pierna por ese disparo de arma de fuego, lo que le ocasionó una seria pérdida de sangre.

10. Luego de haber sido herido por el disparo del agente Peixoto --conforme a lo descrito por el peticionario-- los demás participantes en la riña, incluso el hijo del agente, alcanzaron a la presunta víctima y volvieron a golpearlo.  El peticionario informa que en virtud de los golpes, la presunta víctima se desmayó, tras lo cual los alborotadores procedieron a robarle su collar de oro y una medalla de brillantes de San Jorge, y escaparon.  De acuerdo al peticionario, la presunta víctima se salvó de fallecer por la hemorragia debido a que fue socorrido por otras personas presentes en el lugar, que lo llevaron al Hospital “Miguel Couto”, donde presuntamente permaneció al borde de la muerte por cinco días.

11. Conforme al peticionario, la tentativa de asesinato contra la presunta víctima ha permanecido en la impunidad, en razón de que el perpetrador principal era agente de la Policía Federal de Carreteras.  Al respecto, el peticionario indica que la investigación policial sobre los hechos tardó cinco años, y que no fue sino hasta el 2 de agosto de 2005 que el Ministerio Público presentó una denuncia a fin de iniciar el proceso criminal sobre los hechos.  Adicionalmente, el peticionario subraya que la negligencia de las autoridades policiales y del Ministerio Público llevó a que éste denunciara al agente policial por lesiones corporales graves (previsto en el artículo 129, § 1, inciso II del Código Penal), y no por el crimen que realmente había cometido --tentativa de homicidio calificado-- previsto en el artículo 121, § 2, incisos II y IV, y que resultaría en penas más severas y adecuadas a la gravedad de los hechos.

12. Además, el peticionario resalta que el Estado siguió actuando posteriormente con negligencia.  Por ejemplo, el hecho de que el agente del Estado acusado por el crimen contra la presunta víctima no hubiera comparecido el 4 de octubre de 2005 para declarar en el marco del proceso criminal respectivo, resultó en un retardo adicional de 1 año sin que avanzara el proceso.  El peticionario indica que las autoridades no actuaron con la debida diligencia a fin de garantizar la presencia del acusado, quien además seguía desempeñándose como agente de la Policía Federal de Carreteras.

13.  El peticionario concluye que, en razón de la referida negligencia de las autoridades del Estado para investigar el crimen, procesar y sancionar a los culpables, así como el retardo descrito supra, la tentativa de homicidio contra la presunta víctima ha permanecido en la impunidad.  Por tanto, el peticionario alega que el Estado es responsable por violaciones de los derechos a la vida, a la integridad, a la protección judicial y a la reparación debida, en perjuicio de la presunta víctima.

B.
Posición del Estado
14. El Estado argumenta que la petición es inadmisible por no haberse agotado los recursos internos.  Al respecto, el Estado recalca que se encuentra en trámite la acción penal N° 2005.001.093724-7 ante el 16° Juzgado Criminal de Río de Janeiro.  Según el Estado, dicha acción penal fue instaurada tras la denuncia presentada el 31 de mayo de 2005 por el Ministerio Público, inmediatamente después de finalizada la investigación policial respectiva.

15. El Estado añade que la acción penal sobre los hechos se encuentra en la etapa de instrucción, y que está pendiente el interrogatorio del acusado, lo que ocurriría el 17 de enero de 2007.  El Estado resalta que la acción penal se ha desarrollado dentro de un plazo absolutamente regular, por tanto el Poder Judicial brasileño ha llevado a cabo todas las medidas necesarias para investigar y sancionar los eventuales responsables.

16. Asimismo, respecto del supuesto error en la tipificación del delito denunciado por el peticionario (supra párr. 11), el Estado aclara que el Ministerio Público es independiente y que denunció el policía por lesiones corporales graves, ya que no se identificaron indicios suficientes de una tentativa de homicidio (animus necandi).  Por otra parte, el Estado enfatiza que si durante el desarrollo del proceso criminal se desprendiera que el crimen cometido es más grave, la denuncia del Ministerio Público puede ser enmendada en cualquier momento.

17. Por último, el Estado describe una serie de recursos que aún estarían pendientes hasta que se llegue a una decisión definitiva en el proceso penal relativo a los hechos, a fin de subrayar que los recursos internos no han sido agotados y que, consecuentemente, la petición es inadmisible.

18. El Estado argumenta que, a la luz de lo que antecede, los recursos relacionados con la muerte de la presunta víctima no se han agotado y que la acción penal ha seguido su curso normal, con el debido respeto por los derechos del acusado.  El Estado solicita, por tanto, que la Comisión Interamericana declare inadmisible la petición, en virtud de los artículos 46.1.a y 47.a de la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS DE LA ADMISIBILIDAD
A. Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci

19. De acuerdo con el artículo 44 de la Convención Americana y el artículo 23 del Reglamento de la CIDH, el peticionario tiene locus standi para presentar una petición.  Por su parte, Brasil es Estado parte de la Convención Americana, que ratificó el 25 de septiembre de 1992, en virtud de lo cual se comprometió a respetar y garantizar los derechos de la presunta víctima.  En virtud de lo anterior, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae para examinar esta petición.

20.
La CIDH también tiene competencia ratione temporis con respecto a las alegadas violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, en virtud de que la misma ya se encontraba vigente para Brasil cuando ocurrieron los hechos denunciados.

21.
En la petición se denuncia la violación de derechos protegidos en la Convención Americana, por tanto la Comisión tiene competencia ratione materiae para examinar la petición.  Por último, la CIDH tiene competencia ratione loci para examinar la petición en la medida en que las alegadas violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de ese instrumento.

B.
Admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
22.
De acuerdo con el artículo 46.1.a de la Convención Americana, para que la petición sea admisible deben agotarse primeramente los recursos de la vía interna.  Conforme al artículo 46.2.c del mismo instrumento, la norma que exige el agotamiento de los recursos internos no se aplicará cuando “haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos”.

23.
Al respecto, la Comisión Interamericana subraya que la norma que requiere el agotamiento previo de los recursos internos fue establecida para asegurar al Estado la oportunidad de resolver las cuestiones dentro de su propio sistema jurídico.  Por otro lado, las excepciones previstas en el artículo 46.2 de la Convención Americana procuran asegurar que el sistema interamericano pueda intervenir cuando los recursos de la vía interna y el propio sistema judicial no son efectivos para garantizar el respeto por los derechos de la víctima.

24.
El peticionario sostuvo a lo largo de las actuaciones ante la Comisión Interamericana que hubo una demora injustificada en la investigación policial, en el proceso penal interno, y consecuentemente en el pronunciamiento de una sentencia definitiva.  Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible por falta de agotamiento de los recursos internos.

25.
La información y los documentos presentados por las partes muestran que, con respecto los hechos principales de la petición, ocurridos el 3 de junio de 2000, se instauró una investigación policial (Inquérito Policial No. 1153/00) que tardó casi cinco años hasta su conclusión el 24 de febrero de 2005
.  Posteriormente, el 11 de mayo de 2005, el Ministerio Público presentó una denuncia contra el agente de la Policía Federal de Carreteras por lesiones corporales graves (previsto en el artículo 129, § 1, inciso II del Código Penal)
.

26.
El 11 de agosto de 2005 el 16° Juzgado Criminal de Río de Janeiro recibió la referida denuncia y dio inicio formal al proceso penal en contra del reo
.  Además, la información disponible señala que el paso siguiente del proceso penal referido, es decir el interrogatorio del acusado, no se habría realizado sino hasta el 17 de enero de 2007
.

27.
La Comisión Interamericana observa que las partes no controvierten el hecho de que, más de nueve años tras ocurridos los hechos, aun no hay una sentencia definitiva en relación con los delitos presuntamente cometidos contra la supuesta víctima.  En el expediente disponible ante la CIDH tampoco consta información en sentido contrario.  En particular, la Comisión Interamericana subraya que el Estado no presentó información detallada o específica para explicar el transcurso de casi cinco años en finalizar la investigación policial respectiva, o de más de cinco años en iniciar formalmente la acción penal referente a los hechos denunciados en esta petición (supra párrs. 25 y 26).  En conclusión, la Comisión Interamericana decide que, a los efectos de admisibilidad, hay retardo injustificado en la decisión sobre los recursos de jurisdicción interna y, por tanto, la presente petición es admisible, de conformidad con el artículo 46.2.c de la Convención Americana.
28.
Por último, sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos consagrados en la Convención Americana, tales como las garantías de acceso a la justicia.  No obstante, el artículo 46.2 de la Convención Americana, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de dicho instrumento internacional.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un parámetro de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana
. En consecuencia, las causas y los efectos que han resultado en el retardo injustificado de los recursos internos en el presente caso serán analizados --en lo pertinente-- en el informe que adopte la Comisión Interamericana sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente se configuran violaciones de la Convención Americana.
2.
Plazo de presentación 
29.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana exige que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la notificación de la decisión definitiva. Por su parte, el artículo 32.2 del Reglamento de la Comisión dispone lo siguiente:

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
30.
La CIDH ya ha determinado en el presente informe (supra párr. 27) que rige en este caso la excepción a la norma del agotamiento de los recursos internos, por lo que corresponde determinar si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  A este respecto, se observa que la petición fue interpuesta el 21 de mayo de 2005, y no se ha cuestionado que a esa altura el proceso penal seguía abierto.  En consideración de que los peticionarios denuncian precisamente una demora injustificada y una denegación de justicia, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.

3. Duplicación de procedimientos y res judicata
31.
No surge del expediente elemento alguno que sugiera que la materia de esta petición esté pendiente ante otra instancia de solución internacional o que sea sustancialmente igual a otra ya estudiada por la Comisión Interamericana o por otra organización internacional como lo prevén, respectivamente, los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados
32.
El artículo 47.b de la Convención Americana dispone que la CIDH declarará inadmisible toda petición que “no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta Convención.”  La norma para determinar la admisibilidad es diferente de la aplicada al fondo del caso, dado que aquella simplemente exige que la Comisión Interamericana realice un análisis prima facie para determinar si en la denuncia se establece una aparente o posible violación de un derecho garantizado por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre o la Convención Americana.  En otras palabras, el examen sobre la admisibilidad es sumario y no implica prejuzgar o emitir opinión preliminar sobre el fondo de la materia.

33.
Tomando en cuenta que el peticionario alega que un agente de la policía le disparó a la presunta víctima varias veces, con la intención y el objetivo de ejecutarlo, lo que le habría causado una grave amenaza a su vida y provocado heridas graves, además de otros malos tratos, de ser probados los hechos alegados la CIDH considera que podrían caracterizar una violación de los artículos 4 y 5 de la Convención Americana.  Asimismo, los hechos denunciados por el peticionario aluden a una supuesta denegación de justicia e impunidad en relación con las alegadas afectaciones de la vida y/o integridad personal de la presunta víctima en razón del carácter de agente estatal de quien sería el perpetrador principal, lo que caracteriza una posible violación de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana.
34.
Por lo tanto, la Comisión Interamericana considera que la petición es admisible en relación con los artículos 4, 5, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en conexión con su artículo 1.1, conforme a los artículos 47.b y 47.c del mismo instrumento.

V.
CONCLUSIONES
35. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para examinar esta petición y que la misma reúne los requisitos de admisibilidad consagrados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Sobre la base de los argumentos de hecho y de derecho mencionados, y sin prejuzgar sobre el fondo del caso,


LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:
1.
Declarar admisible esta petición con respecto a las alegadas violaciones de los artículos 4, 5, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en conexión con su artículo 1.1;

2.
Notificar al Estado y a los peticionarios de esta decisión y continuar con el análisis del fondo del caso;

3.
Publicar la presente decisión e incluirla en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.
� El Miembro de la Comisión Paulo Sérgio Pinheiro, ciudadano brasileño, no participó en las deliberaciones y la votación del presente informe, de acuerdo con el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.


� Véase, Anexo I de la Respuesta del Estado de 11 de diciembre de 2006: Expediente de la Acción Penal n° 2005.001.093724-7. Despacho del Jefe de Policía Eduardo Joaquim Baptista Filho, de 24 de febrero de 2005. Pág. 59.


� Véase, Anexo I de la Respuesta del Estado de 11 de diciembre de 2006: Expediente de la Acción Penal n° 2005.001.093724-7. Denúncia del Fiscal Pedro Rubim Borges Fontes, de 31 de mayo de 2005. Págs. 2A y 2B.


� Véase, Véase, Anexo I de la Respuesta del Estado de 11 de diciembre de 2006: Expediente de la Acción Penal n° 2005.001.093724-7. Decisão del Juez Antônio Jayme Boente, de 11 de agosto de 2005. Pág. 62.


� Véase, Anexo II de la Respuesta del Estado de 11 de diciembre de 2006: Información sobre el trámite de la Acción Penal n° 2005.001.093724-7. Pág. 3.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros, Brasil, 22 de julio de 2009, párr. 31; Informe No. 72/08, Petición 1342-04, Admisibilidad, Márcio Lapoente da Silveira, Brasil, 16 de octubre de 2008, párr. 75; Informe No. 23/07, Petición 435-2006, Admisibilidad, Eduardo José Landaeta Mejía y otros, Venezuela, 9 de marzo de 2007, párr. 47; e Informe No. 40/07, Petición 665-05, Admisibilidad, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros, Brasil, 23 de julio de  2007, párr. 55.


� CIDH, Informe No. 21/04, Petición 12.190, Admisibilidad, José Luís Tapia González y otros, Chile, 24 de febrero de 2004, párr. 33; e Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros, Brasil, 22 de julio de 2009, párr. 36.





